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Época: Undécima Época  

Registro: 2024090  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 21 de enero de 2022 10:22 h  

Materia(s): (Penal)  

Tesis: 1a./J. 4/2022 (11a.)  
 
PRISIÓN PREVENTIVA OFICIOSA. SU IMPOSICIÓN PARA EL DELITO DE VIOLACIÓN NO SE EXTIENDE 
A LA TENTATIVA DE VIOLACIÓN. 
 
Hechos: Se ejerció acción penal contra una persona por el delito de tentativa de violación y al 
ponerse a disposición de la autoridad judicial se le impuso la medida cautelar de prisión preventiva, 
la cual fue impugnada; seguido el cauce legal correspondiente, la parte quejosa promovió juicio de 
amparo indirecto en el que el Juez negó la protección constitucional, por lo que interpuso recurso 
de revisión. Así, el Tribunal Colegiado de Circuito que conoció del recurso de revisión remitió los 
autos a esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, al estimar que carecía de competencia legal 
para conocer del fondo del asunto, por subsistir un tema relacionado con la interpretación del 
artículo 19 constitucional. La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determinó 
reasumir competencia originaria para conocer del amparo en revisión. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que la 
prisión preventiva oficiosa regulada para el delito de violación en los artículos 19 constitucional y 
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167 del Código Nacional de Procedimientos Penales, no debe extenderse al delito de tentativa de 
violación. 
 
Justificación: Los artículos 19 constitucional y 167 del Código Nacional de Procedimientos Penales, 
señalan expresamente que el Juez competente debe ordenar la prisión preventiva oficiosa al 
cometerse delito de violación. No obstante, la inclusión por extensión en las hipótesis normativas 
reguladas en esos artículos se aparta del sentido y el alcance de la medida cautelar de prisión 
preventiva oficiosa; inclusive de los parámetros convencionales. De conformidad con el artículo 9, 
numeral 3, del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, la prisión preventiva no debe ser 
la regla general, sino la excepción como una medida cautelar. La Corte Interamericana de Derechos 
Humanos parte de la premisa de que la medida cautelar de prisión preventiva es excepcional y que 
se encuentra limitada por los principios de legalidad, presunción de inocencia, necesidad y 
proporcionalidad. Así, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha dictado parámetros respecto a 
la aplicación subsidiaria de la prisión preventiva, interpretando los alcances de la medida, y 
orientando a los operadores jurídicos para imponer medidas idóneas y más benignas, antes de la 
privación de la libertad de una persona presuntamente inocente. Por tanto, esta Suprema Corte 
determina que la descripción típica de la tentativa de violación no está prevista en los supuestos de 
los artículos 19 constitucional y 167 del Código Nacional de Procedimientos Penales, para efectos 
de extender la imposición de la medida cautelar de prisión preventiva oficiosa. Luego, la autoridad 
competente deberá analizar cada caso concreto previo a la imposición de la medida cautelar idónea 
y correspondiente, en todos los casos, pero en tratándose de tentativa de violación, al no estar 
prevista de manera expresa en la Constitución ni en el Código Nacional de Procedimientos Penales, 
no podrá imponer la medida por extensión, es decir, de manera oficiosa. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo en revisión 26/2021. 6 de octubre de 2021. Mayoría de cuatro votos de las Ministras Norma 
Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y Ana Margarita 
Ríos Farjat, y los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: 
Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto particular. Ponente: Ministro 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Carlos Manuel Baráibar Tovar. 
 
Tesis de jurisprudencia 4/2022 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de doce de enero de dos mil veintidós. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de enero de 2022 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 24 de enero de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Materia(s): (Civil)  

Tesis: 1a./J. 2/2022 (11a.)  
 
PRESCRIPCIÓN POSITIVA DE MALA FE Y SIN TÍTULO. PARA QUE OPERE, DEBE ACREDITARSE 
FEHACIENTEMENTE LA CAUSA GENERADORA DE LA POSESIÓN. 
 
Hechos: En un juicio de amparo directo se reclamó una resolución dictada en apelación en la que se 
consideró que operó la figura de la prescripción positiva sobre un bien inmueble, en beneficio de 
diversa persona. El Tribunal Colegiado de Circuito concedió el amparo a la parte quejosa principal al 
considerar que en el caso no se había acreditado la causa generadora de la posesión en concepto 
de propietario. Inconforme con el fallo anterior, el tercero interesado y quejoso adherente 
interpuso recurso de revisión. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación confirma la decisión 
del Tribunal Colegiado, al estimar que el requisito de acreditar fehacientemente la causa generadora 
de la posesión, en un juicio de prescripción positiva obtenida de mala fe y sin título, no resulta 
desproporcional al grado de impedir el ejercicio del derecho a la propiedad, sino que constituye una 
adecuada garantía procesal de seguridad jurídica. 
 
Justificación: Para poder actualizar la prescripción positiva es necesario demostrar la causa 
generadora de la posesión, sin importar si se trata de buena o mala fe, a fin de establecer si se 
encuentra ante una posesión originaria o derivada. Esto, se erige como un requisito procesal 
esencial de la acción, que brinda certeza a los titulares originales del bien sobre su derecho de 
propiedad, sin que esto implique en forma alguna que el accionante de la usucapión se vea impedido 
para instar la función jurisdiccional en aras de reivindicar el derecho que pretende. Por lo que es 
menester cumplir con los requisitos que exige la ley, mismos que fueron establecidos por el 
legislador en uso de su libertad configurativa para crear certeza en la propiedad y en la posesión, 
materializando así la protección que, a través del debido proceso, otorga la Constitución General. 
De ahí que, de ninguna manera la posesión derivada puede ser apta para prescribir ya que se trata 
de una posesión ejercida sin ánimo de apropiación, es decir, enfocada exclusivamente en el uso y 
disfrute temporal de un bien, sin que pueda colegirse, sin previa demostración, que se tuvo desde 
un principio la posesión con ánimo de dueño. Por lo anterior, el requisito de acreditar 
fehacientemente la causa generadora de la posesión no resulta desproporcionado ni hace nugatorio 
el derecho al debido proceso en su vertiente de acceso a la justicia o los derechos a la posesión o a 
la propiedad, por el contrario, constituye una adecuada garantía procesal de seguridad jurídica en 
aras de la tutela de todos estos derechos. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo directo en revisión 2173/2020. María de Lourdes Gerarda Georgina González Silva. 16 de 
junio de 2021. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández y Ana Margarita Ríos Farjat, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y los Ministros Juan Luis González 
Alcántara Carrancá, quien formuló voto aclaratorio, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. Ponente: Ministro 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 
Tesis de jurisprudencia 2/2022 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de doce de enero de dos mil veintidós. 
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Esta tesis se publicó el viernes 21 de enero de 2022 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 24 de enero de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 
 

 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024087  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 21 de enero de 2022 10:22 h  

Materia(s): (Civil, Constitucional)  

Tesis: 1a./J. 3/2022 (11a.)  
 
PRESCRIPCIÓN POSITIVA DE MALA FE DERIVADA DE LA COMISIÓN DE UN DELITO. EL REQUISITO 
DE DEMOSTRAR LA CAUSA GENERADORA DE LA POSESIÓN, NO VULNERA EL DERECHO A LA NO 
AUTOINCRIMINACIÓN. 
 
Hechos: En un juicio de amparo directo se reclamó una resolución dictada en apelación en la que se 
consideró que operó la figura de la prescripción positiva sobre un bien inmueble, en beneficio de 
diversa persona. El Tribunal Colegiado de Circuito concedió el amparo a la parte quejosa principal al 
considerar que en el caso no se había acreditado la causa generadora de la posesión en concepto 
de propietario. Inconforme con el fallo anterior, el tercero interesado y quejoso adherente 
interpuso recurso de revisión, en el que adujo que la decisión del Tribunal Colegiado de que se debe 
acreditar fehacientemente la causa generadora de la posesión que pudiera derivar de un delito, 
vulnera el derecho a la no autoincriminación. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que la 
acreditación fehaciente de la causa generadora de la posesión que pudiera derivar de un delito no 
vulnera el derecho a la no autoincriminación, pues tanto la prescripción positiva, como el derecho 
a la no autoincriminación son compatibles, atendiendo a lo previsto en el artículo 1155 del Código 
Civil para el Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de México. 
 
Justificación: Del artículo invocado se desprende que quien pretenda hacerse de un bien por 
usucapión, a través de la posesión derivada de un delito, deberá esperar a que la acción penal 
originada por el delito generador de la posesión se extinga o prescriba para que empiece a correr el 
plazo para que opere la prescripción. Así, resulta evidente que una vez extinta la acción penal, en 
forma alguna podría el accionante de la usucapión incurrir en autoincriminación al hacer valer el 
delito como causa generadora de la prescripción, pues, precisamente, la facultad punitiva del Estado 
para perseguir el delito ya no podría ejercerse. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo directo en revisión 2173/2020. María de Lourdes Gerarda Georgina González Silva. 16 de 
junio de 2021. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández y Ana Margarita Ríos Farjat, 
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quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y los Ministros Juan Luis González 
Alcántara Carrancá, quien formuló voto aclaratorio, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. Ponente: Ministro 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 
Tesis de jurisprudencia 3/2022 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de doce de enero de dos mil veintidós. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de enero de 2022 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 24 de enero de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 
 
 

FEBRERO 
 
 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024149  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 04 de febrero de 2022 10:06 h  

Materia(s): (Administrativa, Constitucional)  

Tesis: 1a. III/2022 (10a.)  
 
SEGURIDAD EN LAS ESCUELAS. LOS CONGRESOS FEDERAL Y LOCALES PUEDEN DESARROLLAR 
LEGISLACIÓN QUE DÉ SUSTENTO Y CONTENIDO FORMAL A PROGRAMAS DIRIGIDOS A PROTEGER 
A LAS COMUNIDADES EDUCATIVAS. 
 
Hechos: Dos padres de familia, por propio derecho y en representación de sus menores hijos, 
promovieron juicio de amparo indirecto en contra del operativo "Mochila Segura", el cual les fue 
negado por la Juez de Distrito bajo el argumento de que estas acciones se habían emitido con base 
en la obligación del Estado de proveer una educación de calidad a los menores. En contra de esta 
resolución la parte quejosa interpuso recurso de revisión, el cual fue del conocimiento de la Primera 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación quien resolvió en el sentido de revocarla y conceder 
el amparo, al considerar que el programa es inconstitucional por operar sin un marco legal que lo 
sustente. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que la 
inconstitucionalidad del programa "Mochila Segura" en su diseño actual, carente de fundamento 
legal, no debe obstaculizar el que los Congresos Federal y Locales, en sus respectivos ámbitos de 
competencia, desarrollen legislación apegada a la Constitución General, que pueda dar sustento y 
contenido formal a programas de seguridad escolar, siempre y cuando, en los respectivos 
ordenamientos se observe pleno respeto a los derechos de los niños, niñas y adolescentes, 
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justificándose las respectivas medidas proporcionales que deban considerarse a fin de salvaguardar 
a los propios educandos y, en general, a la comunidad educativa a la que pertenecen. 
 
Justificación: El programa "Mochila Segura" se consideró inconstitucional bajo el diseño y contexto 
en que fue analizado; no obstante, dicha determinación se adoptó ante la ausencia de un marco 
jurídico que respalde ese tipo de operativos, lo que no impide que, ante el deber del Estado de 
proteger a las comunidades educativas, se legisle en materia de seguridad escolar, quedando sujeto 
el marco legal que, al efecto se desarrolle, al respectivo escrutinio de constitucionalidad en la vía 
respectiva. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo en revisión 41/2020. 3 de febrero de 2021. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Juan 
Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. 
Disidente: Ministra Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto 
particular. Ponente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Guillermo Pablo López 
Andrade. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 04 de febrero de 2022 a las 10:06 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
 
 

 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024148  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 04 de febrero de 2022 10:06 h  

Materia(s): (Administrativa, Constitucional)  

Tesis: 1a. VI/2022 (10a.)  
 
SEGURIDAD EN LAS ESCUELAS. LAS COMUNIDADES EDUCATIVAS PUEDEN OPERAR PROGRAMAS 
DE DISEÑO CONSENSUAL Y NO OBLIGATORIOS PARA ASEGURAR LA PROTECCIÓN DE LOS 
EDUCANDOS QUE INCLUYAN, ENTRE OTRAS MEDIDAS, LA REVISIÓN DE SUS PERTENENCIAS. 
 
Hechos: Dos padres de familia, por propio derecho y en representación de sus menores hijos, 
promovieron juicio de amparo indirecto en contra del operativo "Mochila Segura", el cual les fue 
negado por la Juez de Distrito bajo el argumento de que estas acciones se habían emitido con base 
en la obligación del Estado de proveer una educación de calidad a los menores; posteriormente 
interpusieron recurso de revisión del que conoció la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, quien revocó dicha decisión y concedió el amparo, al estimar que el programa es 
inconstitucional al operar sin un marco legal que lo sustente. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que la 
inconstitucionalidad del programa "Mochila Segura" no impide que las comunidades escolares que 
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así lo decidan, lleven a cabo programas de seguridad escolar de diseño consensual y no obligatorios, 
que incluyan la revisión de las pertenencias de los educandos, siempre y cuando dichos esquemas 
respeten la oposición de quienes no acepten sujetarse a dichas medidas. 
 
Justificación: El programa "Mochila Segura" es inconstitucional en tanto opere sin un marco legal 
que sustente la revisión obligatoria de las pertenencias de los educandos; no obstante, ante el deber 
de cuidado que tienen las autoridades escolares, docentes y demás educadores que tienen bajo su 
responsabilidad a niñas, niños y adolescentes durante su estancia en los centros educativos, es 
viable que dichas revisiones existan a partir de esquemas consensuales en los que educandos y 
padres de familia manifiesten de forma expresa, libre e informada su consentimiento para que 
dichas acciones tengan lugar como parte de un esquema de convivencia escolar. Esto es así, con 
base en los artículos 1o., 3o., 4o., 16 y 21 de la Constitución General, de los que se desprende la 
posibilidad de una actuación frontal de las autoridades educativas en las tareas de prevención que 
permitan mitigar los riesgos a la seguridad en los planteles escolares. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo en revisión 41/2020. 3 de febrero de 2021. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Juan 
Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. 
Disidente: Ministra Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto 
particular. Ponente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Guillermo Pablo López 
Andrade. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 04 de febrero de 2022 a las 10:06 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
 
 

 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024147  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 04 de febrero de 2022 10:06 h  

Materia(s): (Constitucional, Administrativa)  

Tesis: 1a. IV/2022 (10a.)  
 
SEGURIDAD EN LAS ESCUELAS. LA ACTUACIÓN DE LOS DIRECTIVOS Y DOCENTES DE ESCUELAS E 
INSTITUCIONES EDUCATIVAS EN LAS TAREAS DE PREVENCIÓN, ORIENTADAS A PROTEGER LA 
SEGURIDAD DE LOS NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES BAJO SU CUIDADO, QUEDA SUJETA A LO 
PREVISTO EXPRESAMENTE POR UNA LEY, EN LA QUE SE DESARROLLEN AQUELLAS 
INTERVENCIONES JUSTIFICADAS Y DE CARÁCTER PROPORCIONAL QUE SE ESTIMEN PERTINENTES, 
ESPECIALMENTE SI ELLO INVOLUCRA MEDIDAS CON POTENCIAL DE AFECTAR LA INTIMIDAD, LA 
PRIVACIDAD O LA LIBERTAD PERSONAL DE LOS EDUCANDOS. 
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Hechos: Dos padres de familia, por propio derecho y en representación de sus menores hijos, 
promovieron juicio de amparo indirecto en contra del operativo "Mochila Segura", el cual les fue 
negado por la Juez de Distrito bajo el argumento de que estas acciones se habían emitido con base 
en la obligación del Estado de proveer una educación de calidad a los menores; posteriormente 
interpusieron recurso de revisión del que conoció la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, quien revocó dicha decisión y concedió el amparo, al estimar que el programa es 
inconstitucional al operar sin un marco legal que lo sustente. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que a partir 
de una interpretación armónica de los artículos 1o., 3o., 4o., 16 y 21 de la Constitución General, es 
posible reconocer la posibilidad de que las autoridades educativas actúen frontalmente en las tareas 
de prevención que permitan mitigar los riesgos a la seguridad en los planteles escolares. No 
obstante, dichas facultades son únicamente disponibles en tanto lo permita expresamente una ley 
compatible con la propia Constitución, a partir de normas generales que desarrollen las distintas 
intervenciones justificadas y proporcionales que se estimen pertinentes. Esto es especialmente 
importante, si dichas intervenciones involucran medidas con potencial de afectar la intimidad, la 
privacidad o la libertad personal de los educandos. 
 
Justificación: La seguridad de las niñas, niños y adolescentes en el centro escolar constituye una 
base fundamental para ejercer su derecho a la educación, lo que activa deberes de la mayor 
relevancia. Así, resulta razonable mitigar los riesgos de seguridad en las escuelas, a partir de la 
adopción de medidas que permitan generar un adecuado balance entre los derechos de cada 
educando en lo individual, y aquellos que pertenecen a la comunidad educativa en su conjunto. 
Luego, la expectativa de derechos de los educandos durante su permanencia en la escuela es 
susceptible de verse afectada, aun cuando dichas limitaciones sólo puedan ocurrir con carácter 
excepcionalísimo y del más alto rigor, máxime si pueden involucrar afectaciones a la intimidad, a la 
privacidad e incluso a la libertad personal. En particular, la revisión de pertenencias de los 
educandos resulta problemática, en tanto que si bien podría justificarse para proteger la seguridad 
de toda una comunidad escolar, se caracteriza por una afectación intensa o en grado mayor a los 
derechos de los menores de edad. Luego, una restricción así, para no ser arbitraria, tiene que estar 
plenamente justificada, y su diseño legal debe ser perfectamente cuidado y compatible con el 
parámetro de regularidad constitucional, a fin de no afectar innecesariamente los derechos de los 
niños, niñas y adolescentes. El artículo 21 constitucional permite que, en el rubro de prevención del 
delito, participen autoridades del Estado con funciones o deberes relacionados con la salvaguarda 
de la vida, las libertades, la integridad y el patrimonio de las personas, así como con la generación y 
preservación del orden público y la paz social. A partir de ello y de una interpretación sistemática 
de los artículos 1o., 3o., 4o., 16 y 21 de la Constitución General, se concluye que por el deber de 
protección de las comunidades educativas y, en especial, de los educandos, las autoridades 
escolares, entendiéndose por ellas a los directivos y docentes de escuelas e instituciones educativas, 
de orden público o privado, adquieren una especial relevancia ante la necesidad de un actuar que 
evite riesgos de seguridad en los planteles educativos; no obstante, resulta indispensable que dicho 
actuar se encuentre regulado a partir de un ordenamiento legal que desarrolle las distintas 
intervenciones justificadas y proporcionales que en materia de seguridad escolar, puedan tener 
lugar en los centros educativos. 
 
PRIMERA SALA. 
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Amparo en revisión 41/2020. 3 de febrero de 2021. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Juan 
Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. 
Disidente: Ministra Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto 
particular. Ponente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Guillermo Pablo López 
Andrade. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 04 de febrero de 2022 a las 10:06 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024146  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 04 de febrero de 2022 10:06 h  

Materia(s): (Administrativa, Constitucional)  

Tesis: 1a. VII/2022 (10a.)  
 
SEGURIDAD EN LAS ESCUELAS. EN CASOS JUSTIFICADOS Y BAJO SOSPECHA RAZONABLE, LAS 
AUTORIDADES EDUCATIVAS PUEDEN LLEVAR A CABO INTERVENCIONES EN GRADO MENOR Y, 
EXCEPCIONALMENTE, EN GRADO MAYOR, CUANDO SEA EVIDENTE QUE SE HA COMETIDO O ESTÁ 
POR COMETERSE UN DELITO, COLOCANDO A LA COMUNIDAD ESCOLAR EN UN RIESGO O PELIGRO 
INMINENTE. 
 
Hechos: Dos padres de familia, por propio derecho y en representación de sus menores hijos, 
promovieron juicio de amparo indirecto en contra del operativo "Mochila Segura", el cual les fue 
negado por la Juez de Distrito bajo el argumento de que estas acciones se habían emitido con base 
en la obligación del Estado de proveer una educación de calidad a los menores; posteriormente 
interpusieron recurso de revisión del que conoció la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, quien revocó dicha decisión y concedió el amparo, al estimar que el programa es 
inconstitucional al operar sin un marco legal que lo sustente. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que la 
inconstitucionalidad del programa "Mochila Segura" no impide que, en casos justificados y bajo 
sospecha razonable, existan en las escuelas intervenciones en grado menor y, excepcionalmente, 
en grado mayor, cuando sea evidente que se ha cometido o está por cometerse un delito, colocando 
a la comunidad escolar en un riesgo o peligro inminente. Ello, sin perjuicio de dar a la brevedad 
intervención a las autoridades de seguridad pública y procuración de justicia competentes. 
 
Justificación: El programa "Mochila Segura" es inconstitucional en tanto opere sin un marco legal 
que sustente la revisión obligatoria de las pertenencias de los educandos; no obstante, la protección 
de los estudiantes durante su estancia en los establecimientos educativos, así como la propia 
protección de la comunidad escolar, justifican que, de manera excepcional, en casos justificados y 
bajo supuestos de sospecha razonable, los directivos y docentes de escuelas e instituciones 
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educativas públicas y particulares realicen intervenciones de este tipo, que no sean excesivamente 
intrusivas y se modulen de acuerdo a la edad y género del estudiante, así como a la naturaleza de la 
posible infracción o riesgo. Esto, con base en los artículos 1o., 3o., 4o., 16 y 21 de la Constitución 
General, de los que se desprende la posibilidad de una actuación frontal de las autoridades 
educativas en las tareas de prevención que permitan mitigar los riesgos a la seguridad en los 
planteles escolares. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo en revisión 41/2020. 3 de febrero de 2021. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Juan 
Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. 
Disidente: Ministra Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto 
particular. Ponente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Guillermo Pablo López 
Andrade. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 04 de febrero de 2022 a las 10:06 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024145  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 04 de febrero de 2022 10:06 h  

Materia(s): (Constitucional)  

Tesis: 1a. V/2022 (10a.)  
 
SEGURIDAD EN LAS ESCUELAS. EL PROGRAMA "MOCHILA SEGURA" VULNERA LOS DERECHOS 
FUNDAMENTALES A LA LEGALIDAD Y A LA SEGURIDAD JURÍDICA, ANTE LA AUSENCIA DE UN 
MARCO LEGAL QUE LO SUSTENTE. 
 
Hechos: Dos padres de familia, por propio derecho y en representación de sus menores hijos, 
promovieron juicio de amparo indirecto en contra del operativo "Mochila Segura", el cual les fue 
negado por la Juez de Distrito bajo el argumento de que estas acciones se habían emitido con base 
en la obligación del Estado de proveer una educación de calidad a los menores. En contra de esta 
resolución la parte quejosa interpuso recurso de revisión, el cual fue del conocimiento de la Primera 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación quien resolvió en el sentido de revocarla y conceder 
el amparo. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que el 
programa "Mochila Segura" es contrario a los derechos fundamentales a la legalidad y a la seguridad 
jurídica, contenidos en el artículo 16 de la Constitución General, al operar sin sustento legal alguno, 
quedando sujeto al libre arbitrio de las autoridades educativas, ante la ausencia de reglas claras y 
formales que normen la posibilidad y contenido de los procedimientos que involucra. 
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Justificación: La ausencia de un marco legal y de regulación específica desarrollada en un ámbito de 
protección de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, que normen el programa "Mochila 
Segura", implica la omisión de las autoridades educativas de asegurar, entre otros, los derechos a la 
privacidad e intimidad de los educandos, ya que la intervención y modulación de dichos derechos y 
sus garantías, sólo podrían ocurrir a partir de una ley, cuya ausencia en el caso, vulnera los derechos 
a la legalidad y a la seguridad jurídica. La ausencia de la referida legislación conlleva un potencial 
riesgo de abusos, arbitrariedades y gran discrecionalidad en la ejecución del programa, 
comprometiendo los derechos referidos. Luego, las autoridades educativas pueden impedir que los 
referidos operativos tengan lugar, con carácter obligatorio, al menos en tanto exista una legislación 
suficiente que les dé sustento, y que pueda ser sujeta a un escrutinio ulterior de constitucionalidad. 
Ello no implica desconocer la necesidad de que las distintas autoridades que conforman el Estado 
Mexicano garanticen la seguridad de los educandos en los planteles educativos mitigando cualquier 
riesgo que ponga en peligro su vida, su salud y, en general, su integridad; sin embargo, lo que no 
puede aceptarse es la promoción y ejecución de operativos abiertamente discrecionales y sin 
sustento legal, que comprometan los derechos de los educandos. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo en revisión 41/2020. 3 de febrero de 2021. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Juan 
Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. 
Disidente: Ministra Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto 
particular. Ponente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Guillermo Pablo López 
Andrade. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 04 de febrero de 2022 a las 10:06 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 


	PRISIÓN PREVENTIVA OFICIOSA. SU IMPOSICIÓN PARA EL DELITO DE VIOLACIÓN NO SE EXTIENDE A LA TENTATIVA DE VIOLACIÓN.
	PRESCRIPCIÓN POSITIVA DE MALA FE Y SIN TÍTULO. PARA QUE OPERE, DEBE ACREDITARSE FEHACIENTEMENTE LA CAUSA GENERADORA DE LA POSESIÓN.
	PRESCRIPCIÓN POSITIVA DE MALA FE DERIVADA DE LA COMISIÓN DE UN DELITO. EL REQUISITO DE DEMOSTRAR LA CAUSA GENERADORA DE LA POSESIÓN, NO VULNERA EL DERECHO A LA NO AUTOINCRIMINACIÓN.
	SEGURIDAD EN LAS ESCUELAS. LOS CONGRESOS FEDERAL Y LOCALES PUEDEN DESARROLLAR LEGISLACIÓN QUE DÉ SUSTENTO Y CONTENIDO FORMAL A PROGRAMAS DIRIGIDOS A PROTEGER A LAS COMUNIDADES EDUCATIVAS.
	SEGURIDAD EN LAS ESCUELAS. LAS COMUNIDADES EDUCATIVAS PUEDEN OPERAR PROGRAMAS DE DISEÑO CONSENSUAL Y NO OBLIGATORIOS PARA ASEGURAR LA PROTECCIÓN DE LOS EDUCANDOS QUE INCLUYAN, ENTRE OTRAS MEDIDAS, LA REVISIÓN DE SUS PERTENENCIAS.
	SEGURIDAD EN LAS ESCUELAS. LA ACTUACIÓN DE LOS DIRECTIVOS Y DOCENTES DE ESCUELAS E INSTITUCIONES EDUCATIVAS EN LAS TAREAS DE PREVENCIÓN, ORIENTADAS A PROTEGER LA SEGURIDAD DE LOS NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES BAJO SU CUIDADO, QUEDA SUJETA A LO PREVISTO ...
	SEGURIDAD EN LAS ESCUELAS. EN CASOS JUSTIFICADOS Y BAJO SOSPECHA RAZONABLE, LAS AUTORIDADES EDUCATIVAS PUEDEN LLEVAR A CABO INTERVENCIONES EN GRADO MENOR Y, EXCEPCIONALMENTE, EN GRADO MAYOR, CUANDO SEA EVIDENTE QUE SE HA COMETIDO O ESTÁ POR COMETERSE ...
	SEGURIDAD EN LAS ESCUELAS. EL PROGRAMA "MOCHILA SEGURA" VULNERA LOS DERECHOS FUNDAMENTALES A LA LEGALIDAD Y A LA SEGURIDAD JURÍDICA, ANTE LA AUSENCIA DE UN MARCO LEGAL QUE LO SUSTENTE.

